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DERECHO A LA SALUD / FUNCIONARIO DEL INPEC / RESTRICCIONES MÉDICAS PARA UBICACIÓN LABORAL / DEBEN SER ACATADAS POR LA ENTIDAD EMPLEADORA / SOLICITUD DE TRASLADO A OTRA CIUDAD /  IUS VARIANDI / PROCEDIMIENTO INTERNO / EXISTENCIA OTRO MEDIO DE DEFENSA / CONFIRMA / CONCEDE PARCIALMENTE / Lo único que al respecto dijo el Director del Establecimiento Penitenciario fue en su escrito de impugnación, obrante a folio 244 del cuaderno de tutela, argumentando que sólo el 12 de marzo del presente año recibió un concepto por parte del área de Talento Humano del INPEC donde se le informan las restricciones que tenía el accionante en el ejercicio de su labor, sin embargo, no se explicó por qué razón hay un reporte de “accidente de trabajo” de la ARL Positiva, obrante a folio 49, donde consta que el señor EAMM, ejerciendo labores de custodia y vigilancia tuvo un altibajo que le ocasionó su hospitalización. Además, como ya se dijo atrás, es claro que él sí tenía conocimiento del cuadro clínico presentado por su empleado, no sólo por los certificados de sus incapacidades, las recomendaciones clínicas que desde tiempo atrás le venían haciendo los médicos de las EPS, sino también por la notificación que le hizo la Subdirección de Talento Humano del INPEC desde el mes de septiembre del año anterior.  

(…)

En lo concerniente a la petición de traslado que pretende el accionante que se adopte por parte de la judicatura, debe decirse que el numeral 1º del artículo 6 del Decreto 2591, establece como una de las causales de improcedencia de la acción de tutela la existencia de otros mecanismos de defensa judicial por medio de los cuales el accionante pueda buscar la protección de sus derechos. 

Dentro ese supuesto, se pueden ubicar las decisiones de un empleador, y más concretamente de la administración pública, en lo que tiene que ver con el traslado de un trabajador de una ciudad a otra, concretamente la negativa que hasta ahora se le ha dado, puesto que en contra de las mismas pueden ser ejercidos otros mecanismos de control en la vía jurisdiccional, donde incluso existe la posibilidad de solicitar la aplicación de medidas cautelares que persigan el mismo fin.

Además debe hacerse alusión en este punto a la figura del Ius Variandi, que se refiere a la potestad que tiene el empleador, en uso de su poder de subordinación, de variar las condiciones laborales de sus empleados, en cuanto al modo, cantidad, tiempo y lugar de trabajo, no sólo por solicitud de la administración, sino en aquellos eventos en que el empleado solicita un traslado y éste se le niega.

(…)

Con base en lo que viene de decirse, es clara la delimitación que tiene el Juez de tutela para inmiscuirse en este tipo de asuntos, especialmente cuando existe un conducto regular para incoar este tipo de solicitudes, toda vez que existe un Manual específico para traslados de personal de los funcionarios del INPEC, que debe ser analizado por parte del Director General de esa Institución, así como por el Comité Asesor de Traslados de la Junta.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Dr. BLADIMIR PÉREZ, Director del EPMSC de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, como parte accionada en el presente asunto, así como del señor EAMM, accionante, en contra del fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de esa localidad el pasado 17 de abril de 2018, mediante el cual tuteló el derecho fundamental a la salud mental del cual es titular el señor EAMM. 
ANTECEDENTES:
Del extenso escrito presentado por el señor EAMM, se pueden extraer como relevantes para el presente asunto los siguientes hechos:  

Manifestó el accionante que desde el día 29 de diciembre de 1999 se encuentra vinculado al INPEC en la modalidad de carrera administrativa, fecha desde la cual ha venido prestando sus servicios como Dragoneante en varios Establecimientos del país, siendo el último de ellos, por solicitud propia, el EPMSC de Santa Rosa de Cabal, lugar en el que ha permanecido hasta la fecha.
Contó que hace 4 años comenzó a presentar quebrantos de salud relacionados principalmente con sus actividades laborales, debido a que en el ejercicio de las mismas ha evidenciado dificultades en los turnos nocturnos, además en sus actividades diarias se enfrenta a situaciones tensas en el manejo del personal interno; por esa razón, lo que inició con algunos episodios de insomnio, ha derivado en la actualidad en el diagnóstico de varios trastornos psiquiátricos, tales como: EPISODIO DEPRESIVO MODERADO, TRASTORNOS DEL INICIO Y DEL MANTENIMIENTO DEL SUEÑO, INSOMNIO CRÓNICO, TRASTORNO DEPRESIVO MAYOR GRAVE SIN PSICOSIS, TRASTORNO MIXTO DE ANSIEDAD Y DEPRESIÓN, entre otros. 
Según expuso el señor EAMM, en el momento en que empezó a evidenciar la aparición de los síntomas tuvo que buscar ayuda particular para el tratamiento de los mismos, puesto que la entonces EPS Cafesalud –hoy Medimás- no contaba con la prestación de los servicios en la especialidad de psiquiatría en Pereira, los cuales requería de manera urgente debido a la desesperación y angustia que le producía la imposibilidad de recuperar su estado de salud, de manera que hizo el cambio de IPS hacia la ciudad de Bucaramanga, lugar donde vive la mayor parte de su familia materna y tres de sus hijos, y acudió al Hospital Psiquiátrico San Camilo, donde además de habérsele formulado incapacidades por espacio de 6 meses, le recetaron algunos medicamentos por tiempo indefinido, y le hicieron unas recomendaciones específicas en su entorno laboral, como la restricción para la realización de turnos nocturnos, porte de armas y manejo de los internos, que aún se encuentran vigentes. 
Sin embargo, refirió el actor que a pesar de haber presentado ante el Director del Establecimiento Penitenciario todos los reportes que dan cuenta de los conceptos médicos donde se han prescrito tales restricciones laborales, éstas han sido desatendidas por parte de aquel como jefe suyo, así como de la encargada del área de Talento Humano; y no sólo esto, sino que, en cambio, ha sido víctima de persecución, acoso, presión y hostigamiento, pues se le ha tildado de inepto y loco, se le ha obligado a continuar cargando armamento de largo y corto alcance, material de guerra y antimotines, cumpliendo labores de custodia y vigilancia, prestando servicios de garita y pabellonero en horas de la madrugada, encargándosele el cuidado de un gran número de internos, y asignándosele turnos nocturnos que le impiden la continuidad normal de su tratamiento, todo lo cual ha empeorado ostensiblemente su estado clínico. 
En lo concerniente a la encargada del área de Talento Humano, Dra. Ángela Viviana Cárdenas, refirió que dicha funcionaria ha puesto trabas en las gestiones tendientes a solucionar su situación, pues ha ocultado información referente a sus incapacidades, exigiéndole pruebas que expliquen su ausentismo laboral, aun cuando él entregó oportunamente las copias de las incapacidades, aclarando que los documentos originales no los entregó pues eran necesarios para poder liquidarlas. 

Sin embargo, tal circunstancia ha incidido para que no se le haya realizado una calificación de su desempeño laboral durante el último año, pues de acuerdo a lo dicho por el Dr. Bladimir Pérez, ello no es posible teniendo en cuenta que estuvo separado del empleo por más de 30 días, de conformidad con las incapacidades presentadas en ambos semestres del año 2017, lo que se traduce en la ausencia de componentes suficientes para calificar, afirmación que no comparte el actor, pues pretende que mínimamente se le realice una calificación, así sea parcial, de los días que asistió a laborar.   

Por otra parte, manifestó que mediante oficio del 18 de febrero de 2018, expedido por la Subdirección de Talento Humano – Grupo de Salud Ocupacional, se dio a conocer el concepto emanado por el Área de Medicina Laboral de la Sede Central, en el que básicamente se reiteran las recomendaciones dadas por sus médicos tratantes, acerca de lo que debe y no debe hacer durante la prestación de sus servicios, allí se indica que: “NO DEBE: Prestar servicio de guardia en patios, garitas, remisionar o trabajar en alturas; Laborar en horario nocturno; Portar o manipular armas; Conducir vehículos, ni participar en actividades de entrenamiento o simulacro”. Sin embargo, al reincorporarse a su lugar de trabajo el 25 de marzo del año que transcurre, se encontró con una minuta de servicios por medio de la cual le asignaron la labor de refuerzo en uno de los patios y pabellonero titular, quedando en el servicio sólo, a cargo de más de 150 reclusos, así como la responsabilidad sobre el personal de la visita femenina, mientras portaba un fusil truflay y una granada triple chasis aptos para su funcionamiento, armas que no debería llevar consigo, pues atendiendo la condición psiquiátrica en la cual se encuentra, hubiera podido ocasionar alguna tragedia, sin embargo, atiende las órdenes que a la fuerza se le imponen, todo por temor a perder su empleo si llegara a negarse a cumplir los servicios asignados. 
Aunado a lo anterior, se enteró de que el señor Director del Establecimiento Penitenciario solicitó ante la Dirección General del INPEC el traslado suyo y el de su esposa (quien también labora allí), junto con otros 14 funcionarios de ese lugar, pues según él, generan dificultades porque son foco de liderazgo negativo en el resto del personal, y además, solicitó una investigación ante control interno disciplinario en primer lugar por el hecho de que lo hayan valorado médicos en la ciudad de Bucaramanga, sin ni siquiera haberle preguntado cuáles fueron las razones que lo motivaron a hacerlo, y en segundo, por entregar la constancias de las incapacidades en fotocopia, olvidando que él requería las originales para efectos de realizar la liquidación de las mismas, pues así lo exige la EPS por tratarse de documentos destinados al reconocimiento y pago de prestaciones económicas.    
Dijo el actor que de acuerdo a la complicada situación vivida en su entorno laboral, tuvo un altercado con el Dr. Bladimir Pérez el día 26 de marzo del año que transcurre, cuando éste le confirmó burlescamente que sí había solicitado su traslado y el de su esposa, y que efectivamente había promovido la actuación disciplinaria en contra suya; en ese momento entró en un estado de ansiedad y alteración provocada por el Director, al punto que tuvo que ser atendido por urgencias en la Clínica Santa Clara del municipio de Santa Rosa de Cabal, donde lo tuvieron sedado por más de 8 horas, y además incapacitado durante 4 días, posteriormente, y como quiera que no fue restablecido su estado de salud mental, tuvo que viajar de urgencia a la ciudad de Bucaramanga donde se encuentra hospitalizado.  

De conformidad con los hechos expuestos, planteó las siguientes pretensiones: 

“PRIMERA: Sírvase Honorable Señor Juez Tutelar el Derechos a la vida y a la Salud y en consecuencia al restablecimiento de mi salud mental y a un trato digno como trabajador y a que se respeten mis recomendaciones médico-laborales, expedidas por un Médico Psiquiatra y avaladas por Salud Ocupacional del INPEC.

SEGUNDA. Tutelar al Derecho a la Familia, toda vez que debido al mismo tratamiento Médico Psiquiátrico, debo desplazarme continuamente a la Ciudad de Bucaramanga, donde viven mis Padres y Hermanos, debiendo dejar abandonada a mi Esposa y mis dos hijos, mientras realizo los controles o tratamientos. He solicitado al INPEC mi traslado y el de mi Esposa quien es también Dragoneante del Inpec del Establecimiento Penitenciario de Santa Rosa de Cabal, para el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Mediana Seguridad de Girón, donde vive mi Señora Madre y poder continuar mi Tratamiento en el Hospital Psiquiátrico San Camilo, pero este traslado se nos ha negado, a pesar que lo hemos hecho por solicitud propia, donde no le genera al INPEC, ningún gasto de viáticos por el mismo. Este traslado será de gran apoyo en mi proceso de recuperación en mi salud mental, toda vez que tengo el apoyo de mis padres, hermanos y al trasladarme con mi Esposa y mis hijos, estaría fortaleciendo mis vínculos familiares, indispensables para este proceso que estoy llevando a cabo en este momento. Pues soy forastero en estas tierras y con la persecución laboral que tengo a veces solo deseo morirme.”
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
1. Admisión: 

El Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal avocó el conocimiento de la actuación el 9 de abril de 2018, y ordenó correr traslado al INPEC y al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, Risaralda.
2. Respuestas de los accionados:  

Coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC: respecto de los argumentos por el accionante en su escrito de tutela, únicamente se refirió a lo relacionado con la solicitud de traslado presentada por él ante esa Institución, y en síntesis, lo que expuso es que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para acceder a tal pretensión, por tal razón, solicitó que se declare improcedente al existir otras alternativas judiciales a su alcance. 

En lo que tiene que ver con el derecho fundamental a la salud, consideró que el mismo está plenamente garantizado, pues el accionante tiene la posibilidad de garantizar su prestación por medio de la EPS Medimás a la cual se encuentra afiliado. 

Subdirección de Talento Humano del INPEC: refirió que la acción de tutela no es la vía para reclamar derechos derivados de una relación laboral, puesto que la competencia para dirimir ese tipo de asuntos le corresponde a la jurisdicción laboral o la contencioso administrativa, dependiendo de la naturaleza de la vinculación, por lo tanto, no es viable acudir a este tipo de acción, especialmente porque no ha quedado acreditado cuál sería el perjuicio que se le podría causar al accionante sin la intervención del juez constitucional. 
Con respecto a las restricciones laborales que se le han impartido al señor EAMM, aseguró que esa Dependencia expidió el día 26 de septiembre de 2017 un “Concepto o Decisión por Medicina Laboral”, con el cual se ordenó la reubicación laboral por 12 meses debido a sus alteraciones de la psiquis, concepto que fue actualizado el día 10 de abril del año que avanza. 

Por otra parte, explicó que el derecho fundamental a la familia, invocado como base para la solicitud de traslado, no puede ser de recibo, por cuanto su esposa y sus hijos están radicados junto con él en el municipio de Santa Rosa de Cabal. Sin embargo, señaló que la última de las solicitudes presentadas tanto por el accionante, como por su esposa, serán expuestas ante el Comité Asesor de Traslados de la Junta, para que allí se decida sobre su viabilidad. 
Director del EPMSC de Santa Rosa de Cabal: expuso que al señor EAMM se le concedió el 11 de noviembre de 2016 una licencia no remunerada, tal como él lo había solicitado anteriormente, sin embargo, reposa una constancia de que en el momento que le fueron a notificar dicho acto administrativo se negó a hacerlo, y posteriormente desistió de la solicitud bajo el argumento de que la respuesta no era oportuna.

Por otro lado, indicó que esa Dirección no tiene competencia para reubicar laboralmente a ningún funcionario, por lo que ese tipo de solicitudes deben ser enviadas a la Subdirección de Talento Humano con sede en Bogotá para que se analice cada caso concreto y se estudie si es procedente o no. Sin embargo, tal explicación se le ha dado al accionante, e incluso sus peticiones de traslado se le han remitido al área competente de resolverlas. 

Señaló también que tiene plena disposición para atender las necesidades y requerimientos del personal a su cargo, pero es la Subdirección de Talento Humano la competente para dar el trámite pretendido por el accionante. 

Así mismo, indicó que los reproches endilgados a la funcionaria Ángela Bibiana Cárdenas son temerarios, pues ella es una persona destacada en sus servicios y con compromiso institucional, quien en su momento le informó que no se había allegado incapacidad por parte del señor EAMM, y que no se sabía nada de él, por lo que se le pidió que hiciera entrega de los soportes de su ausencia entre el 20 de diciembre de 2017 al 8 de enero de 2018. 
Asimismo dijo que el señor EAMM no ha cumplido sus obligaciones en lo referente al trámite que se le debe dar a las incapacidades, pues es su deber allegar el documento original dentro de los 10 días hábiles siguientes a su expedición, cosa que él no ha hecho.  
Finalmente resaltó que el señor EAMM estuvo incapacitado gran parte del año pasado y del que transcurre, pero en ningún momento se ha obstaculizado su tratamiento, sino que ha sido su decisión acudir a hospitales alejados de su familia en la ciudad de Bucaramanga. 

Puntualizó que esa Dependencia no tiene competencia para reubicar ni trasladar funcionarios, y si bien allí se recepcionó y se le dio el visto bueno a su solicitud de traslado, en conjunto con la de su esposa, la misma fue remitida al Comité de Traslados en la ciudad de Bogotá para que allí se tome la decisión que corresponda. 

3. Sentencia de primera instancia: 

Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primer nivel resolvió mediante providencia del 17 de abril de 2018, tutelar el derecho fundamental a la salud mental del cual es titular el señor EAMM, y por ende, dispuso en la parte resolutiva de dicho proveído: 

“SEGUNDO: Se ORDENA al Director del Centro Penitenciario y Cancelario de Mediana Seguridad de Santa Rosa de Cabal, asignarle nuevas funciones al Dragoneante EAMM, atendiendo las recomendaciones de los médicos tratantes para la patología que presenta TRANSTORNOS DEL INICIO Y DEL MANTENIMIENTO DEL SUEÑO-EPISODIO DEPRESIVO MODERADO y en cumplimiento a la parte motiva de ésta sentencia, para lo cual tiene 48 horas contadas a partir de la notificación del presente fallo.

TERCERO: Se desvincula de la presente acción al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, por no encontrase vulneración alguna a derechos fundamentales del peticionario.”

Para efectos de tomar esa decisión, la Juez A quo consideró que si el mecanismo constitucional de amparo no es la vía adecuada para debatir los actos administrativos que resuelven una solicitud de traslado laboral, especialmente porque si lo que se busca es la continuidad en la prestación de los servicios de salud, tiene la posibilidad de acudir en la actualidad a los mismos en esta ciudad, por parte de la EPS a la cual se encuentra afiliado. Así las cosas, aunque no se acreditaron los requisitos para ordenar su traslado en sede de tutela, si encontró que el Director del Establecimiento Penitenciario no había dado cumplimiento a las recomendaciones trazadas por los especialistas que han valorado al señor EAMM, situación que lo ha perturbado emocionalmente, por lo que le pareció pertinente emitir las órdenes correspondientes, con el fin de crear condiciones propicias que garanticen su acceso efectivo a los sistemas de salud, y también la seguridad de la comunidad reclusa. 
FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:
Inconformes con la decisión, presentaron escrito de impugnación tanto el Director del EPMSC de Santa Rosa de cabal, Dr. Bladimir Pérez, como el señor EAMM, escritos cuya argumentación puede relacionarse así: 
El Dr. Bladimir Pérez manifestó su discrepancia con la decisión adoptada por la Juez de primer nivel al considerar que por parte suya se le ha dado el respectivo trámite a todas las solicitudes elevadas por el accionante, remitiéndolas siempre a la autoridad competente y dándole informe de ello al señor EAMM. 

Ahora, en lo que tiene que ver con las restricciones laborales para el desempeño de su cargo, las mismas sólo fueron notificadas por parte de la Subdirección de Talento Humano el 12 de marzo de 2018, donde además se pusieron en conocimiento del actor los documentos que debe allegar para la evaluación de su caso, y señaló que dicho informe se remitió al Comando de Vigilancia para que las condiciones médicas impartidas sean tenidas en cuenta.   
Por último reiteró que el accionante no ha tenido en cuenta los procedimientos establecidos por el INPEC para el trámite y liquidación de incapacidades, porque al parecer las ha entregado directamente en la ciudad de Bogotá, cuando el único encargado de ello es el Área de Talento Humano de cada Establecimiento, mientras que las recomendaciones sí las maneja la Subdirección de Talento Humano en Bogotá.

Concluyó el recurrente diciendo que está presto a dar oportuno trámite a todas y cada una de las solicitudes de los funcionarios a su cargo, y además aseguró que cuando el señor EAMM regrese de su incapacidad, se le ubicará en un lugar de trabajo donde se tengan en cuenta las recomendaciones de los médicos.  

Bajo tales argumentos solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, ello para en su lugar desvincular a ese Establecimiento del presente asunto. 

El señor EAMM, por su parte, manifestó su inconformidad únicamente en lo relacionado con el hecho de no haberse concedido su solicitud de traslado de sede laboral hacia la ciudad de Bucaramanga, pues reiteró que precisamente la razón por la cual pidió el cambio de IPS por una de las que se encuentran en esa ciudad, fue porque para el año 2017 no se le garantizaba aquí la continuidad en la red de servicios médicos con las IPS especializadas en salud mental. 
Así mismo, reiteró que su salud está directamente relacionada con el apoyo familiar que pueda recibir, y en ese orden de ideas, recordó que en el municipio de Santa Rosa de Cabal vive únicamente con su núcleo familiar, esto es, su esposa y sus dos hijos menores, pero ella también labora en el mismo lugar, mientras que de sus hijos se hace cargo una cuidadora, por lo que no tiene aquí ninguna otra persona que pueda asistirlo a él en su proceso de recuperación, en cambio, en la ciudad de Bucaramanga tiene otros tres hijos mayores.
También aseguró que no fue posible interponer recursos en contra del acto administrativo por medio del cual se había negado su solicitud de traslado, ello por cuanto aquel no estaba elaborado de forma individual, sino que resolvió colectivamente la situación de 1057 personas que al igual que él habían solicitado traslado. Sin embargo, contó que después de que se le notificara de esa decisión presentó una nueva petición en igual sentido el 11 de enero de 2018, pero hasta ahora no ha recibido respuesta. 
También puntualizó que su continuidad en el Establecimiento Penitenciario en el que hoy labora, empeora notoriamente su cuadro clínico, pues ya no puede controlar ni siquiera un cruce de palabras con su superior, de quien sólo recibe términos desobligantes, y le genera una pérdida de control de sus emociones a tal punto de haber tenido que ser hospitalizado después de sostener una discusión con él. 
De acuerdo a lo anterior, pidió que se le conceda por medio del este mecanismo constitucional el traslado en compañía de su esposa y sus dos hijos hacia la ciudad de Bucaramanga, Santander.   

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para conocer de esta acción constitucional de conformidad con el Canon 86 de la Constitución Política, en armonía con los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico a resolver: 

De conformidad con lo manifestado por los recurrentes en sus respectivos escritos de impugnación, debe establecer esta Corporación si la decisión de primer nivel fue acertada al conceder la solicitud de amparo deprecada por el señor EAMM, y de ser así, determinar si es viable ordenar también con fundamento en ello, el traslado desde su actual lugar de trabajo hacia la ciudad de Bucaramanga; o, si por el contrario, le asiste razón al encartado, en cuanto afirma que el presente mecanismo constitucional no estaba llamado a prosperar, y por ende, hay lugar a su revocatoria. 
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
· Sobre el derecho fundamental a la salud mental: 

En nuestro ordenamiento jurídico, el derecho a la salud está consagrado en el artículo 49 Superior como una prerrogativa de rango fundamental, susceptible, naturalmente, de protección por medio de la acción de tutela en aquellos eventos en que se ha logrado establecer su quebrantamiento; en consecuencia, debe quedar claro que aquel se encuentra conformado por tres componentes esenciales: mental, físico y social; y es sólo a través de su armonización que puede hablarse de un goce efectivo del derecho a la salud.  
Acorde con lo anterior, y en lo concerniente a la esfera de la salud mental, que es la que hoy nos ocupa, debe recordarse que en el año 2013 se expidió la Ley No. 1616, que le dio en su artículo 3º la siguiente definición: 

“La salud mental se define como un estado dinámico que se expresa en la vida cotidiana a través del comportamiento y la interacción de manera tal que permite a los sujetos individuales y colectivos desplegar sus recursos emocionales, cognitivos y mentales para transitar por la vida cotidiana, para trabajar, para establecer relaciones significativas y para contribuir a la comunidad.

La Salud Mental es de interés y prioridad nacional para la República de Colombia, es un derecho fundamental, es tema prioritario de salud pública, es un bien de interés público y es componente esencial del bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de colombianos y colombianas.”
Ahora, el enfoque que se le ha dado por parte del accionante al presente asunto no está precisamente relacionado con el acceso a los servicios de salud que requiere, y aunque reconoció que en algún momento presentó dificultades en ese sentido, que incluso lo motivaron a trasladarse de IPS hacia la ciudad de Bucaramanga, Santander, en pro de su materialización, lo cierto es que ahora su preocupación ha surgido por el hecho de que aun encontrándose en un tratamiento continuo para sus patologías desde hace varios años, se ha tornado necesario para el éxito de su recuperación, la aplicación de ciertos esquemas y restricciones trazadas por sus médicos tratantes, relacionados directamente con las funciones que desarrolla en el ejercicio de su labor como Dragoneante del INPEC en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de cabal, Risaralda, recomendaciones que no han sido acogidas por su jefe inmediato, y al parecer, se han tornado en un obstáculo para el restablecimiento de sus condiciones óptimas de salud.
De conformidad con la amplia información documental aportada por el señor EAMM en su escrito de tutela, se ha podido evidenciar que desde hace algún tiempo ha venido presentando alteraciones en su psiquis, las cuales atribuye a su carga laboral, al tenso ambiente que vive al interior de ese tipo de Establecimientos que albergan personas privadas de la libertad, y a lo que ha denominado una persecución laboral en cabeza del Director del Penal, como superior suyo. Pero, independiente de las razones que le han dado origen a sus condiciones de salud, hay ciertos aspectos que se encuentran plenamente demostrados, y sirven como fundamento para impartirle aprobación a la decisión de primera instancia: 
1. De acuerdo a las historias clínicas que obran en el encuadernado, se observa que el señor EAMM presenta un diagnóstico de “Trastorno mixto de ansiedad y depresión” (ver folio 179) según anamnesis del 31 de marzo de 2018 (entre otras). 
2. Según Concepto de Medicina Laboral del INPEC (folio 33), expedido por la Subdirección de Talento Humano de esa Institución el 26 de septiembre de 2017, notificado a la Dirección de Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal el 29 de septiembre de 2017 (folio 194) se estableció que con el fin de “contribuir al mejoramiento de su estado de salud” el señor EAMM no debía “Prestar servicio de guardia en patios, garitas, remisionar o trabajar en alturas; Laborar en horario nocturno; Portar o manipular armas; Conducir vehículos, ni participar en actividades de entrenamiento o simulacro”.
3. El señor EAMM ha continuado desarrollando labores que fueron objeto de restricción por parte de los médicos tratantes de la EPS a la cual se encuentra afiliado, así como del Área de Medicina Laboral de la Institución para la cual presta sus servicios, ello se desprende no sólo de sus afirmaciones, sino inclusive de la respuesta aportada por el Director del Establecimiento Penitenciario al requerimiento que se le hiciera por parte de la Juez A quo, quien no hizo ningún tipo de esfuerzo por refutar tales aseveraciones en los dos escritos que presentó durante el trámite de primera instancia, pues en ellos se refirió únicamente a su falta de competencia para decidir sobre los traslados de los empleados adscritos al INPEC  
3. Lo único que al respecto dijo el Director del Establecimiento Penitenciario fue en su escrito de impugnación, obrante a folio 244 del cuaderno de tutela, argumentando que sólo el 12 de marzo del presente año recibió un concepto por parte del área de Talento Humano del INPEC donde se le informan las restricciones que tenía el accionante en el ejercicio de su labor, sin embargo, no se explicó por qué razón hay un reporte de “accidente de trabajo” de la ARL Positiva, obrante a folio 49, donde consta que el señor EAMM, ejerciendo labores de custodia y vigilancia tuvo un altibajo que le ocasionó su hospitalización. Además, como ya se dijo atrás, es claro que él sí tenía conocimiento del cuadro clínico presentado por su empleado, no sólo por los certificados de sus incapacidades, las recomendaciones clínicas que desde tiempo atrás le venían haciendo los médicos de las EPS, sino también por la notificación que le hizo la Subdirección de Talento Humano del INPEC desde el mes de septiembre del año anterior.      
Lo dicho atrás, es más que suficiente para convalidar en ese sentido la decisión opugnada, por cuanto es necesario garantizar que en adelante se dé cumplimiento por parte del Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, a todas las recomendaciones trazadas por parte de los médicos tratantes del señor EAMM, así como por parte del Área de Salud Ocupacional de esa Institución, tendientes a restablecer sus condiciones óptimas de salud.  
· Sobre la procedencia de la tutela para controvertir las decisiones referentes a traslados de personal:
En lo concerniente a la petición de traslado que pretende el accionante que se adopte por parte de la judicatura, debe decirse que el numeral 1º del artículo 6 del Decreto 2591, establece como una de las causales de improcedencia de la acción de tutela la existencia de otros mecanismos de defensa judicial por medio de los cuales el accionante pueda buscar la protección de sus derechos. 
Dentro ese supuesto, se pueden ubicar las decisiones de un empleador, y más concretamente de la administración pública, en lo que tiene que ver con el traslado de un trabajador de una ciudad a otra, concretamente la negativa que hasta ahora se le ha dado, puesto que en contra de las mismas pueden ser ejercidos otros mecanismos de control en la vía jurisdiccional, donde incluso existe la posibilidad de solicitar la aplicación de medidas cautelares que persigan el mismo fin.
Además debe hacerse alusión en este punto a la figura del Ius Variandi, que se refiere a la potestad que tiene el empleador, en uso de su poder de subordinación, de variar las condiciones laborales de sus empleados, en cuanto al modo, cantidad, tiempo y lugar de trabajo, no sólo por solicitud de la administración, sino en aquellos eventos en que el empleado solicita un traslado y éste se le niega. 
Esta potestad no está simplemente ligada a la relación laboral entre los particulares, sino que también se da en la relación laboral existente entre una persona y una entidad de derecho público, ya que los alcances y límites de éste no se encuentran estatuidos por el tipo de vinculación o la clase de empleador, sino por el reconocimiento que se hace del trabajador como sujeto de derechos. Sin embargo, debe observarse que tratándose de una entidad estatal, mediará siempre el interés general y los principios de la función pública, quiere ello decir que en este tipo de entidades, el director dispone de una discrecionalidad más amplia al momento de valorar las circunstancias para ordenar un traslado. 

Con base en lo que viene de decirse, es clara la delimitación que tiene el Juez de tutela para inmiscuirse en este tipo de asuntos, especialmente cuando existe un conducto regular para incoar este tipo de solicitudes, toda vez que existe un Manual específico para traslados de personal de los funcionarios del INPEC, que debe ser analizado por parte del Director General de esa Institución, así como por el Comité Asesor de Traslados de la Junta. 

Además, debe decirse que según afirmó la Subdirección de Talento Humano del INPEC, la solicitud de traslado se le negó al actor por cuanto en principio no aportó documentación suficiente que permitiera darle aval a la misma, y explicó que el señor EAMM elevó recientemente una nueva solicitud que está pendiente de resolverse ante el mencionado Comité. Desde esta perspectiva, resulta inviable acceder a la pretensión que en ese sentido eleva el accionante, máxime cuando aún no se ha adoptado una decisión definitiva en la vía administrativa, sin embargo, debido a la ya conocida condición de salud en que se encuentra el actor, se considera pertinente exhortar a esa Subdirección de Talento Humano, así como a la Dirección General del INPEC para que de forma conjunta procuren impartirle celeridad a la emisión de las decisiones tendientes a resolver si es viable o no acceder a su solicitud de traslado incoada por el accionante, y además, se verifique si se está dando cabal cumplimiento a las restricciones de orden laboral que se han impartido por esa Dependencia, tendientes al restablecimiento del estado de salud del señor EAMM.     
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, de acuerdo a lo manifestado en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: EXHORTAR a la DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC así como a la SUBDIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO DE ESA INSTITUCIÓN para que de forma conjunta procuren impartirle celeridad a la emisión de las decisiones tendientes a resolver si es viable o no acceder a la solicitud de traslado incoada por el accionante, y además, se verifique si se está dando cabal cumplimiento a las restricciones de orden laboral que se han impartido por esa Dependencia, tendientes al restablecimiento del estado de salud del señor EAMM.     
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.
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